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OMAR DE JESÚS RESTREPO OCHOA 
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AL3745-2022 

Radicación n.° 72631 

Acta 029 

 

Bogotá, D. C., veintitrés (23) de agosto de dos mil 

veintidós (2022). 

 

Decide la Sala la solicitud de nulidad de la sentencia de 

casación CSJ SL4021-2020, presentada por RODRIGO DE 

JESÚS ESTRADA ESTRADA, DESIDERIO MARENCO 

ROJANO, LUIS FERMÍN GARAY JIMÉNEZ y JOSÉ 

IGNACIO GÓMEZ ARIZA en el proceso que instauraron 

contra las sociedades EMPRESA NAVIERA FLUVIAL 

COLOMBIANA SA y ECOPETROL SA. 

 

I. ANTECEDENTES 
 

Rodrigo de Jesús Estrada Estrada, Desiderio Marenco 

Rojano, Luis Fermín Garay Jiménez y José Ignacio Gómez 

Ariza demandaron a la Empresa Naviera Fluvial Colombiana 

SA y a Ecopetrol SA, con el fin de que se condenara a esas 

empresas a pagarles, solidariamente, o conforme a lo 

dispuesto legalmente, los salarios, las prestaciones legales y 
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extralegales y las indemnizaciones equivalentes a las 

devengadas por los trabajadores de la segunda de aquellas y 

todos los derechos que le adeudaran. Solicitaron que, para 

tal efecto, se tuviera en cuenta lo dispuesto en las 

convenciones colectivas de trabajo suscritas por Ecopetrol y 

por la organización sindical USO. 

 

También reclamaron que se condenara a las 

accionadas, solidariamente, al pago de las «cotizaciones 

reales o verdaderamente correspondientes por PENSIÓN», de 

manera actualizada, con base en los montos salariales 

(incluidos los salarios en especie) y las prestaciones 

adeudadas. Además, pidieron la indemnización moratoria 

por falta de pago, a la terminación del contrato de trabajo, de 

tales salarios y prestaciones, junto con las sanciones 

previstas en la ley «por no pago oportuno de prestaciones 

sociales, legales y extralegales», los intereses de ley, los 

perjuicios morales y la indemnización por pérdida de la vida 

de relación, todos esos conceptos debidamente indexados. 

 

El Juzgado Cuarto Laboral de Descongestión del 

Circuito de Barranquilla, mediante fallo del 28 de junio de 

2013, dispuso absolver a las demandadas de todas las 

pretensiones incoadas en su contra. 

 

La Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Barranquilla, al resolver el recurso de apelación 

formulado por el demandante, mediante fallo del 30 de julio 

de 2014, confirmó la sentencia de primera instancia. 

 



Radicación n.° 72631 

SCLAJPT-05 V.00 3 

Interpuesto, concedido y sustentado en tiempo el 

recurso extraordinario de casación por los demandantes, en 

sentencia del 20 de octubre de 2020, esta Sala de la Corte 

resolvió NO CASAR la decisión impugnada, por cuanto, el 

recurrente no demostró los desatinos jurídicos y fácticos que 

le endilgó al fallo que censuró. 

 

Por escrito del 25 de mayo de 2022, los demandantes 

presentaron solicitud de nulidad de la decisión de la Sala, 

aduciendo «[…] como causal la prevista en el art 140 del CPC 

(mod. D.E. 2282/89, art 1°, num 80) y designada como 

‘CUANDO EL JUEZ CARECE DE COMPETENCIA’ (magistrados 

de la CS de J que profirieron la sentencia de CASACIÓN 

LABORAL en el proceso de la referencia)». 

 

Petición que es reiterada mediante memorial del 13 de 

junio siguiente que denomina «REEMPLAZO TOTAL del 

memorial proponente de incidente de nulidad insaneable, por 

éste, con mejor sustentación y precedentes judiciales 

obligatorios para los jueces y particulares», en el que 

insistieron en la totalidad de los argumentos que esgrimieron 

en instancias y en casación como sustento de sus 

pretensiones, que se sintetizan así: 

 

(i) Indican que los trabajadores gozan de especial 

protección, por lo que en los casos donde exista duda en la 

aplicación o interpretación de las fuentes del derecho se debe 

aplicar la situación más favorable.  
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(ii) Manifiestan que la ley, código de petróleos y el 

Decreto 284 de 1957, establecieron que el transporte de 

petróleo o hidrocarburos hace parte de esa industria, por lo 

que los jueces tienen el deber de acatar plenamente lo 

dispuesto por el legislador. 

 

(iii) Sin embargo, afirman que, en el presente caso, la 

norma es clara y específica, por lo que no se puede establecer 

o exigir requisitos adicionales. Asegura que «los jueces, así 

sean de la CS de J, carecen absolutamente de competencia y 

potestad para interpretar o inaplicar una ley clara, a la cual 

están sometidos o subordinados».  

 

(iv) Consideran que el precedente establecido en la 

decisión CSJ SL17526-2016 resulta inaplicable a este caso, 

pues, antes de dicha decisión existían otras providencias de 

la misma Sala de Casación Laboral y del Consejo de Estado 

donde se amparaban sus derechos.  

 

(v) Exponen que esta Sala carecía de competencia para 

conocer del presente asunto, pues, los jueces de primera y 

segunda instancia no analizaron todos los puntos que fueron 

objeto de cuestionamiento en la demanda inicial. 

 

(vi) El artículo 1 del Decreto 284 de 1957 no establece 

que el derecho al pago de salarios y prestaciones de 

Ecopetrol, tenga como requisito previo la extensión de las 

convenciones colectivas de dicha empresa, ni la afiliación al 
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sindicato, ni que existan resoluciones del Ministerio de 

Trabajo que así lo determinaran. 

 

(vii) Anotan que, 

 
Los demandantes o actores solicitan el decretamiento (sic) de 
Responsabilidad SOLIDARIA y de pagos solidarios sobre las 

demandadas como objeto o tema del proceso; sin embargo, el ad-
quem OMITE MOTIVAR sobre todo ello y de manera 

adecuada, razonable, completa y clara, todo ello a pesar de 
que le vinculan a (sic) LEY, los PRECEDENTES JUDICIALES 
citados al respecto, así como aquellos de la Corte 

Constitucional… 
 

[…]  
 
Sin la expresión de las razones o MOTIVACIÓN adecuada, 

razonable, no contradictoria, completa y clara no hay 
sentencia ni decisión legal sobre el o los temas. Las 
violaciones aducidas inficionan o vician a toda la sentencia del a-

quo. (en iguales vicios o violaciones incurrió el fallo confirmatorio 
del as-quem (sic) y la casación laboral de la CS de J), pues 

carecen de competencia y de potestad alguna para hacer 
tales elusiones u omisiones e incurren en nulidad 
INSANABLE de origen constitucional. 

 

(viii) Al finalizar sostienen que la nulidad afecta todas 

las decisiones judiciales del caso, esto es, las de primera y 

segunda instancia y la de casación. 

 

Corrido el traslado de ley, Ecopetrol dijo que la solicitud 

es una especie de recurso nuevo, en el que fundamenta la 

solidaridad pretendida y los derechos reclamados sin éxito, 

por lo que no se advierten razones que afecten el derecho de 

defensa y el debido proceso en relación con las partes. 

 

II. ANOTACIONES PRELIMINARES 
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Para comenzar, conviene recordar que el recurso de 

casación, como extraordinario que es, compromete a quien lo 

ejerce a demostrar que, por vía jurídica o fáctica, el Tribunal 

cometió un error bien en la interpretación o en la aplicación 

de una norma o que no la aplicó (en el primer caso); o 

también que por no valorar una prueba o por concluir de ella 

lo que no es, incurrió en un error evidente u ostensible (en el 

segundo caso), pues la Sala no resuelve como si fuera una 

«tercera instancia», sino que analiza la legalidad de la decisión 

atacada. 

 

Adicional a ello, la norma que acusa no está vigente, 

pues señala el artículo 140 del CPC que salió del 

ordenamiento jurídico con el CGP, pero la Sala, al analizar 

en conjunto los argumentos, encuentra que corresponde al 

artículo 133 de la última codificación. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Para resolver, esta Corporación ha admitido el examen 

de nulidades o irregularidades que se presenten en el trámite 

de la casación, como también aquellas originadas en la 

sentencia que decide el recurso extraordinario, evento que es 

el que se invoca en el presente asunto.  

 

De igual manera, se ha dicho que, de acuerdo con lo 

establecido por el Código General del Proceso, son tres los 

postulados que rigen el tema relativo a las nulidades 

adjetivas, a saber: especificidad, protección y convalidación.  
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El primero, especificidad, exige que la nulidad se 

encuentre establecida en un texto legal, al punto de que el 

proceso solo se considera nulo, total o parcialmente, por los 

motivos expresamente consagrados en la ley; por ello, el 

inciso 4 del artículo 135 del CGP señala: «El juez rechazará 

de plano la solicitud de nulidad que se funde en causal 

distinta de las determinadas en este capítulo». Además de ello, 

también es posible invocar la nulidad constitucional por 

transgresión al debido proceso.  

 

El segundo, de protección, se refiere a la legitimidad y 

el interés que pueda tener la parte que solicita la causal de 

nulidad respectiva, pues, debe alegar y demostrar que la 

decisión le genera un perjuicio según el precepto antes 

citado, que en su inciso 1, prevé que quien la invoca «deberá 

tener legitimación para proponerla», de tal suerte que, aunque 

se configure la causal, si ésta no lo perjudica, de nada sirve 

alegarla. Y el tercero, relacionado con la convalidación, 

corresponde a la posibilidad de saneamiento, expresa o 

tácita, por no ser alegado el vicio por la parte afectada (CSJ 

AL587-2021). 

 

En ese contexto, en el orden legal, solo pueden 

proponerse las nulidades previstas en el artículo 133 del 

Código General del Proceso, es decir, sobre los hechos y por 

las razones expresamente previstas allí, aplicables en 

materia laboral por remisión expresa del artículo 145 del 

Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, además 

de la nulidad constitucional (artículo 29 superior), que es la 

que antepone el peticionario. 
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Asimismo, el artículo 134 del Código General del 

Proceso consagra que «las nulidades podrán alegarse en 

cualquiera de las instancias antes de que se dicte sentencia o 

con posterioridad a esta, si ocurrieren en ella»; de manera que, 

las irregularidades procesales de las que conoce la Corte son 

única y exclusivamente aquellas que puedan predicarse del 

trámite o actuación surtidos con ocasión del recurso 

extraordinario de casación, en tanto, las que se hubieren 

podido generar en las instancias han debido alegarse en su 

oportunidad-, tal como lo ordena la norma citada. 

 

Y el artículo 135 del referido estatuto establece que, 

quien alegue una nulidad, debe tener legitimación para 

proponerla y expresar la causal invocada y los hechos en los 

que la fundamenta, como también aportar o solicitar las 

pruebas que estime pertinentes.  

 

Pues bien, el incidente de nulidad planteado recae sobre 

dos aspectos, (i) la supuesta falta de competencia de esta 

Corte; y (ii) la presunta errada aplicación e interpretación de 

las normas que gobiernan la industria de los hidrocarburos, 

respecto de los cuales se alega una supuesta violación a 

garantías constitucionales como el debido proceso.  

 

El estudio de los argumentos expuestos permite colegir 

que la solicitud presentada por la parte actora no está 

llamada a prosperar, pues, lo cierto es que la denominada 

nulidad constitucional no tiene el alcance de cubrir cualquier 

irregularidad que las partes consideren que les afecta, y 



Radicación n.° 72631 

SCLAJPT-05 V.00 9 

menos entender como tal, el fallo adverso. En ese sentido, la 

Sala en providencia CSJ AC485-2019 aclaró: 

 

Menos aún sirve a los propósitos del peticionario la simple 
alusión a la existencia de una trasgresión al bien iusfundamental 

que consagra el artículo 29 de la Carta Política, pues la nulidad 
de linaje constitucional recae únicamente sobre la «prueba 
obtenida con violación del debido proceso», hipótesis totalmente 
ajena a los alegatos del solicitante. 
 

Así, lo expuesto en cuanto al desacuerdo con la decisión 

de casación, es insuficiente para demostrar la vulneración 

del debido proceso, porque ello acontecería si se hubiera 

proferido una decisión con una prueba obtenida de manera 

irregular, violando los derechos de defensa y contradicción, 

supuesto que no alega ni demuestra en esta ocasión.  

 

Lo cierto es que de la lectura del escrito en que se 

solicita la nulidad, se observa que lo que pretende el 

peticionario es reabrir el debate ya propuesto y resuelto en 

las instancias y por esta Sala de Casación Laboral. Frente a 

ello, es necesario advertir que el simple desacuerdo con las 

decisiones adoptadas por los jueces, no genera un 

quebrantamiento de las providencias, ni mucho menos la 

prosperidad de un incidente de nulidad.  

 

Es claro que los cuestionamientos del solicitante son en 

realidad un juicio personal sobre el sentido que debió tener 

la decisión adoptada por esta corporación y, no una alegación 

que evidencie la transgresión de derechos constitucionales 

que deba ser saneada a través de un incidente de nulidad. Si 

bien, resalta un supuesto desconocimiento del lineamiento 
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jurisprudencial de esta Sala, de la Corte Constitucional y del 

Consejo de Estado, no lo demuestra.  

 

Se debe señalar que resulta equivocada la afirmación 

del solicitante en cuanto a que esta Sala no debía tener en 

cuenta el precedente establecido en la sentencia CSJ 

SL17526-2016, toda vez que mediante la Ley 1781 de 2016, 

se modificaron los artículos 15 y 16 de la Ley 270 de 1996 y 

se crearon cuatro Salas de Descongestión Laboral en la Corte 

Suprema de Justicia, además, por el Acuerdo 48 de 2016 se 

adoptó el reglamento y funcionamiento de estas, donde se 

estableció que debían seguir el precedente jurisprudencial de 

la Corte Suprema de Justicia, por lo que, no es acertado 

señalar que la Sala, al emitir la sentencia CSJ SL4021-2020 

debía apartarse de él.  

 

Ahora, en cuanto a la falta de competencia que 

enrostra, no es posible fundarla en que la Corte no la tenía 

para analizar la totalidad de hechos y asuntos planteados en 

las instancias. Esto porque el recurso extraordinario es 

rogado, no se trata de una tercera instancia sino del control 

de legalidad de la sentencia del Tribunal según el derrotero 

que el recurrente le plantee, porque la Sala no obra de oficio. 

En esa medida, se abordaron los asuntos formulados 

expresamente por el censor en debida forma. Sin embargo, 

no sobra aclarar que, si el peticionario consideraba que en 

las instancias se dejó de resolver algún punto o materia de la 

litis o de la apelación, ha debido solucionarlo ante los jueces 

a través de los remedios procesales, tales como, la aclaración, 
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adición o corrección de la providencia, sin que la casación 

sea el escenario para ello. 

 

Es importante recordar que el recurso extraordinario 

fue impetrado en su momento sin el mínimo de requisitos 

exigidos y con el propósito de emplear la casación como una 

tercera instancia litigiosa, al punto de que varias de las 

premisas de los cargos carecían de fundamento alguno, no 

por haberse derrotado probatoriamente, sino porque 

representaban el dicho subjetivo del demandante, lo cual fue 

evidenciado por esta Sala dentro de la sentencia. 

 

La solicitud de nulidad no es una instancia adicional a 

la que puedan acudir las partes a fin de revivir el debate 

jurídico o probatorio, por lo que el actuar del recurrente es 

incompatible con las reglas jurídicas que gobiernan su 

solicitud y con el principio de buena fe procesal. 

 

Así, no se advierte alguna transgresión al ordenamiento 

constitucional y, como a la luz de lo establecido por el 

artículo 133 del CGP no se observa irregularidad que tenga 

la entidad de anular la decisión emitida por esta Sala, se 

rechazará por improcedente.  

 

Conforme lo dispuesto en el artículo 365 del Código 

General del Proceso, se impondrán costas a cargo del 

solicitante y en favor de Ecopetrol. Se fijan como agencias en 

derecho, la suma de un salario mínimo legal mensual 

vigente, las cuales se deberán incluir en la liquidación que 
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realice el Juez de primera instancia, conforme lo establecido 

en el artículo 366 del Código General del Proceso. 

 

IV. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, 

Sala de Casación Laboral, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR la solicitud de nulidad de la 

sentencia CSJ SL4021-2020, por las razones expuestas en la 

parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: REMITIR estas piezas procesales y la 

decisión aquí adoptada al Tribunal de origen.  

 

Costas como se indicó en la parte motiva. 

 

Notifíquese y cúmplase. 

 

 

ANA MARÍA MUÑOZ SEGURA 

 

 

OMAR DE JESÚS RESTREPO OCHOA 

 

 

 

GIOVANNI FRANCISCO RODRÍGUEZ JIMÉNEZ 


